
Santiago, catorce de mayo de dos mil veinticinco.

A los escritos folios N°6 y 7: a todo, téngase presente.

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada con excepción de sus considerandos 

cuarto a sexto, que se eliminan.

Y teniendo, además, en consideración:

1°) Que en el artículo 19 N° 7 de la Constitución Política de la República se 

asegura a todas las personas el derecho a la libertad personal y, en consecuencia, 

precisa su letra b), nadie puede ser privado de esa libertad ni ella restringida “sino en 

los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes”. Agrega la letra 

e) del mismo precepto citado que “La libertad del imputado procederá a menos que  

la detención o prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para  

las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad”.

 El texto reproducido demuestra que la libertad personal es un derecho con 

reconocimiento constitucional que obedece a la situación normal o general de todo 

ciudadano,  quien  sólo  podrá  verse  privado  o  restringido  del  mismo, 

excepcionalmente,  en  los  casos  y  siguiendo  las  formas  que  definan  la  misma 

Constitución  y  las  leyes,  de  manera  que  de  no  presentarse  alguna  de  tales 

situaciones o no respetarse dichas formas, tal  privación o restricción deviene en 

contraria a la Constitución y las leyes;

 2°) Que, en concordancia con estos principios constitucionales, un principio 

capital de la reforma procesal penal es el carácter de medida de último recurso que 

posee la prisión preventiva, la que procederá cuando las demás medidas cautelares 

personales  fueren  estimadas  por  el  juez  como  insuficientes  para  asegurar  las 

finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.

 Corroboran  lo  anterior,  los  Tratados  Internacionales  sobre  derechos 

esenciales de la persona humana, integrados a nuestro ordenamiento jurídico, que 

excluyen  la  prisión  preventiva  como  regla  general  respecto  de  quienes  están 

sometidos  a  juzgamiento,  señalando,  no  obstante,  que  la  libertad  puede  estar 
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subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del 

juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para 

la ejecución del fallo (PIDCP, artículo 9); 

 3°) Que, como ya se señaló, el artículo 19 N° 7 de la Constitución Política de 

la República señala que la prisión preventiva, procederá cuando dicha medida sea 

considerada por el juez “necesaria para las investigaciones o para la seguridad del  

ofendido o de la sociedad”, lo que debe ser complementado con el artículo 140 del  

Código de Procesal Penal que prescribe que el tribunal podrá decretar la prisión  

preventiva del imputado “siempre que el solicitante acreditare que se cumplen los  

siguientes requisitos: a) Que existen antecedentes que justificaren la existencia del  

delito que se investigare; b) Que existen antecedentes que permitieren presumir  

fundadamente  que el  imputado ha tenido  participación  en el  delito  como autor,  

cómplice o encubridor, y c) Que existen antecedentes calificados que permitieren al  

tribunal  considerar  que  la  prisión  preventiva  es  indispensable  para  el  éxito  de  

diligencias  precisas  y  determinadas  de  la  investigación,  o  que  la  libertad  del  

imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido, o que existe  

peligro de que el imputado se dé a la fuga”; 

 4°) Que en lo concerniente a las “formas” que deben seguirse para privar de 

la libertad personal a un imputado mediante la medida cautelar de prisión preventiva, 

el artículo 36 del Código Procesal Penal, que rige para toda resolución y actuación 

judicial y, por tanto, también para aquella que resuelve una petición de esa medida o 

la mantención de la misma, dispone que “Será obligación del tribunal fundamentar  

las resoluciones que dictare, con excepción de aquellas que se pronunciaren sobre  

cuestiones de mero trámite. La fundamentación expresará sucintamente, pero con 

precisión, los motivos de hecho y de derecho en que se basaren las decisiones 

tomadas. La simple relación de los documentos del procedimiento o la mención de  

los medios de prueba o solicitudes de los intervinientes no sustituirá en caso alguno  

la  fundamentación.”  El  artículo  122  del  mismo código,  consagra  como principio 

general de toda medida cautelar personal, que éstas “serán siempre decretadas por 

JNGZXUVFKFX



medio de resolución judicial fundada” y el artículo 143 del citado cuerpo legal, ya 

específicamente  en  relación  a  la  prisión  preventiva,  señala  que  al  concluir  la 

audiencia  respectiva,  “el  tribunal  se  pronunciará  sobre  la  prisión  preventiva  por  

medio de una resolución fundada, en la cual expresará claramente los antecedentes  

calificados que justificaren la decisión.” Por su parte el artículo 144 del mencionado 

código estable que “si la prisión preventiva hubiere sido rechazada, ella podrá ser  

decretada con posterioridad en una audiencia, cuando existieren otros antecedentes 

que, a juicio del tribunal, justificaren discutir nuevamente su procedencia”;

 5°) Que, en concordancia con lo anterior, para que el juez pueda decretar la 

prisión  preventiva,  el  solicitante  deberá  acreditar  que  se  cumplen  los  requisitos 

contemplados en las letras a), b) y c) del artículo 140 del Código Procesal Penal, 

debiendo el tribunal detallar, precisar o acotar, y analizar, los que le fueron útiles 

para tener por concurrentes cada uno de los extremos del artículo 140, para justificar 

la imposición de esa cautelar, como lo demanda el artículo 143, del mismo cuerpo 

legal mencionado, y para el caso de la imposición de la misma, cuando se hubiera 

rechazado,  el  juez  deberá  fundarla  en  otros  antecedentes  que  lo  justifiquen, 

conforme lo establece el artículo 144.

6°) Que, en la audiencia de 21 de marzo del año en curso, en sus autos Rit 

251-2023, el Tribunal Oral en lo Penal de Viña del Mar decretó la prisión preventiva 

del  amparado  teniendo  como  fundamento  cardinal  los  seis  incumplimientos 

informados por Carabineros de Chile, a través de Oficio N°215 y N° 231, extendido 

con fecha 28 de febrero y 7 de marzo de 2025, esgrimiendo que no constituye 

suficiente  justificación  lo  alegado  por  la  defensa,  en  cuanto  a  que  no  se  ha 

incumplido la medida de arresto domiciliario total, sino que no advirtió la presencia 

del  personal  de  Carabineros  el  controlar  la  medida  en  horas  de  la  noche  y 

madrugada de los días aludidos; pues, en opinión del tribunal oral, el imputado debió 

implementar un mecanismo sonoro para facilitar el control de la cautelar decretada, 

máxime  si  se  trata  de  una  medida  no  voluntaria  que  debe  ser  supervisada 

habitualmente y cumplida por el imputado.
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Apelada esta decisión por la defensa, la Corte de Apelaciones de Valparaíso, 

en los autos Rol 808-2025, la confirmó.

7°) Que, a todo evento la descrita decisión erosiona un principio fundamental 

en la arquitectura del sistema de enjuiciamiento criminal, como es la presunción de 

inocencia.  En efecto,  la aludida directriz  -elevada por  el  propio Código Procesal 

Penal a la categoría de principio básico- emerge como una auténtica regla de trato 

reconocida no solo  a  nivel  interno  sino  que en el  Derecho  Internacional  de  los 

Derechos Humanos.

En ese contexto, la circunstancia de haberse informado seis incumplimientos 

en un proceso que se ha extendido por más de cuatro años no resulta de la entidad 

suficiente para revocar  la medida cautelar  a  la  que el  amparado se encontraba 

sometido.  Maxime si la judicatura no explicitó las consideraciones que tuvo presente 

para estimar que la prisión preventiva era la única cautelar idónea para resguardar la 

necesidad  de  cautela,  quedando  en  evidencia  la  falta  de  proporcionalidad  y 

fundamento de la decisión impugnada. 

Por estas consideraciones y de conformidad a lo previsto en el artículo 21 de 

la Constitución Política de la República y disposiciones legales citadas, se revoca la 

sentencia apelada de treinta de abril de dos mil veinticinco, dictada por la Corte de 

Apelaciones de La Serena, en el Ingreso Corte N°160-2025 y, en su lugar, se decide 

que  se acoge el  recurso de amparo deducido en favor  de Luis  Eduardo Rubio 

Elgueta y, en consecuencia, se deja sin efecto la resolución dictada por la Corte de 

Apelaciones de Valparaíso, en sus autos Rol  808-2025, por la que se confirma lo 

decidido por el Tribunal Oral en lo Penal de Viña del Mar, en los autos RIT 251-23, 

en  cuanto  decretó  su  prisión  preventiva,  disponiéndose  en  su  lugar,  que se 

revoca  la resolución apelada, manteniéndose las medidas cautelares ya decretadas 

y que se encuentran vigentes respecto del imputado Rubio Elgueta, esto es, arresto 

domiciliario total y arraigo nacional.

Comuníquese por la vía más rápida.

Regístrese y devuélvase.
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Rol N°15.414-2025.
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Manuel Antonio Valderrama R., Leopoldo Andrés Llanos S.,
María Teresa De Jesús Letelier R., Maria Gajardo H. y Abogada Integrante
Pía Verena Tavolari G. Santiago, catorce de mayo de dos mil veinticinco.

En Santiago, a catorce de mayo de dos mil veinticinco, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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